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    SALA LABORAL

          PEREIRA - RISARALDA


Demandante: Iván Antonio Largo Marín.
Demandados: Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y otro.
--------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
Pereira Risaralda, diciembre doce [12] de dos mil ocho [2.008].




Acta Nº  0182 de diciembre 12 de 2.008.     

Siendo las nueve y treinta minutos de la mañana de la mañana [9:30 a.m.] de esta fecha, se da inicio a la audiencia por los magistrados integrantes de la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal, excepto el Dr. Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó, en asocio de su Secretaria,  para resolver sobre la apelación concedida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, respecto del auto dictado el día 28 de agosto de 2008, que rechazó la demanda que iniciara Iván Antonio Largo Gañán contra la ARP del Instituto de Seguros Sociales y la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y la Junta Nacional de Calificación de Invalidez.
Previamente la Sala aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente, donde se consigna el siguiente:



AUTO:
El Juzgado Tercero Laboral de esta ciudad, por auto del día 20 de agosto del año en curso [fl. 28], dispuso inadmitir la demanda presentada por el señor Iván Antonio Largo, al considerar que existían diferencias entre el mandato otorgado y la demanda formulada, en cuanto al demandado, concediendo el término de ley para corregirla, dentro del cual, mediante apoderado presentó escrito visible a folios 29 y 30, en el que expresó que su voluntad era demandar a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, sin embargo, mediante proveído del 28 de agosto de la presente anualidad, se dispuso rechazar la demanda, al considerar que las falencias no fueron efectivamente subsanadas, dado que, pese a haberse especificado el extremo pasivo dentro del presente proceso, se había omitido el nombre de los representantes legales de las demandadas, tal y como lo exige el artículo 25 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social.
Contra esa decisión se alzó el apoderado de la parte demandante expresando que con el poder otorgado por su mandante se acataron plenamente los requerimientos efectuados al momento de inadmitirse la demanda.
Se concedió el recurso y se ordenó la remisión del expediente a esta Sede, donde se dio cumplimiento a la ritualidad prevista en el artículo 42 de la Ley 712 de 2.001, dando traslado común a las partes durante el cual guardaron silencio. Sin que se advierta causal alguna de nulidad que obligue a retrotraer lo actuado, se procede a resolver la alzada.



LA SALA CONSIDERA

Es procedente el recurso conforme al numeral 1° del artículo 65 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 

El artículo 25 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el artículo 12 de la Ley 712 de 2001, lo siguiente:

“Formas y requisitos de la demanda. La demanda deberá contener:

1. La designación del juez a quien se dirige.
2. El nombre de las partes y el de su representante, si aquellas no comparecen o no pueden comparecer por sí mismas.

3. El domicilio y la dirección de las partes, y si se ignora la del demandado o la de su representante si fuere el caso, se indicará esta circunstancia bajo juramento que se entenderá prestado con la presentación de la demanda.

4. El nombre, domicilio y dirección del apoderado judicial del demandante, si fuere el caso.

5. La indicación de la clase de proceso.

6. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias pretensiones se formularán por separado.

7. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, clasificados y enumerados.

8. Los fundamentos y razones de derecho.

9. La petición en forma individualizada y concreta de los medios de prueba. 

10. La cuantía, cuando su estimación sea necesaria para fijar la competencia.

Cuando la parte pueda litigar en causa propia, no será necesario el requisito previsto en el numeral octavo.”. [Negrillas fuera de texto].
Revisado lo anterior, de cara al motivo de inadmisión y posterior rechazo de la demanda [fls. 28 - 31], se tiene que el funcionario de primera instancia advierte incumplido el numeral 2º del artículo aludido, esto es, el nombre de los representante legales de quienes menciona como demandados.
En la providencia del 20 de agosto de hogaño [fl. 28], notoriamente se detallaron las deficiencias que presentaba el libelo introductorio, al punto de expresarse que (…) esta dirigida única y exclusivamente contra ambas entidades representadas legalmente por sus secretarios técnicos sin mencionar sus nombres (…) (resaltado nuestro); de lo anterior se desprende que el juez fue claro en determinarle a la parte actora cada una de las faltas en que había incurrido al presentar la demanda, de modo que esa precisión, justamente le daba certeza acerca de qué era lo que tenía que corregir, pero se observa que el apoderado al hacerlo solamente especificó contra quien la dirigía, pero hizo caso omiso a la segunda observación, esto es, el nombre de los representantes legales de las demandadas, que para el presente caso, se trataba del nombre de los secretarios técnicos de las Juntas de Calificación de Invalidez. Dado que no se corrigió en su totalidad lo así requerido, se rechazo acertadamente la demanda, pues las exigencias del a – quo, fueron tan claras que no daban lugar a realizar elucubraciones para descifrar lo querido por el funcionario de primera instancia, a efectos de ajustar la demanda a las exigencias legales.

De la simple lectura del numeral 2 del artículo 25 mencionado, se tiene que pueden hacer parte de un litigio como demandados no sólo las personas naturales, sino también las jurídicas a través de sus representantes legales, por esto, la razón de esa norma, que no es caprichosa, por el contrario, resulta indispensable y necesaria a efectos de poder llevar a cabo el acto de la notificación del auto admisorio de la demanda y así poder trabar la relación jurídico procesal, que de no hacerse de esta forma, afectaría no sólo el debido proceso, sino también el derecho de defensa de los demandados.
Aunado a lo anterior, debe manifestarse que las órdenes impartida por los funcionarios judiciales deben ser acatadas, salvo inconformidad con ellas, evento en el cual se puede hacer uso de los medios de impugnación respectivos, pero en el presente asunto, el apoderado no interpuso recursos, sino que, por el contrario, acató la decisión y presentó el escrito visible a folio 29, de donde se concluye que compartió la decisión y así mismo lo expresó cuando manifestó  “concurro a su despacho con el fin de corregir la demanda que con razón fue inadmitida” (negrillas fuera de texto), pero pese a estar de acuerdo, no cumplió con las exigencias realizadas obteniendo como sanción el rechazo de la demanda, decisión no caprichosa sino ajustada a la ley. 
Por lo anteriormente expuesto, la decisión de primera sede se habrá de confirmar. Costas en esta instancia no se causaron.
Por lo dicho, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto de 28 de agosto de 2.008 proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta ciudad, Costas en esta Sede no se causaron.
Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta.






Los Magistrados,

ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
(Impedido)




LINA MARÍA ARBELAÉZ GIRALDO






Secretaria. 
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